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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
4042 Sala Primera. Sentencia 1/1989, de 16 de enero. Recurso de

amparo 778/1987. Contra resoluciones judiciales del Juz­
gado de Instrucción núm. 4 de Barcelona Ji de la Audw1Cla
Provincial de esta ciudad por supuesta violación del derecho
a la tutela efectiva. Cómputo de plazos procesales,

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente
don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra. do~
Euge,nio Díaz Eimil, don. Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo·Ferrer,
MagIstrados, han pronuncIado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 778/87, promovido por el-Procurador
de los Tnbunales don José Granda Molero, en nombre y representación
de don Pedro Llort Martín, impugnando la providencia del Juzgado de
Instrucción de Barcelona de 10 de marzo de 1987 y el Auto de la
Audiencia Provincial de Barcelona de 11 de ma~o de 1987, por
supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva. En el
recurso de amparo han sido panes el Procurador de los Tribunales, don
Carlos de Zulueta Cebrián, en nombre y representación de la «Campa­
ñ~a de Seg~ros y Financiació~, Sociedad Anónima», y el Ministerio
FIscal. Ha SIdo Ponente el MagIstrado don Luis Díez·Picazo y Ponce de
León, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por medio de escrito que tuvo su entrada en el Registro General
de este Tribunal el día 6 de junio de 1987, el Procurador de los
Tribunales don Jase Granda Molero, en nombre de don Pedro Llort
Martín, interpuesto recurso de amparo constitucional, impugnando la
providenCIa del Juzgado de Instrucción núm. 4 de Barcelona de 10 de
marzo de 1987, que inadmitió por extemporáneo el recurso de reforma
interpuesto contra el Auto de procesamiento de 22 de enero anterior.
dictado en causa por presunto delito de apropiación idebida, así como
frente al Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona de 11 de mayo
de 1987, que confirmó la resolución anterior al resolver el recurso de
queja interpuesto, todo ello por suponer que existe una violación del
derecho a la tutela judicial efectiva.

La demanda de amparo constitucional se basa en los siguientes
hechos:

a) El Juzgado de lnstrucción núm. 4 de Barcelona dictó,< con fecha
22 de enero de 1987, Auto de procesamiento por el presunto delito de
apropiación indebida contra el solicitante de amparo; auto de procesa·
miento que le fue notificado el 5 de marzo de 1987.

b) Interpuesto recurso de reforma por el procesado el 9 de marzo
inmediato (lunes), el Juzgado de Instrucción dictó providencia de 10 de
marzo de 1987, inadmitiéndolo por haber sido interpuesto fuera del
plazo de tres días que prescribe el arto 348 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal.

c) Recurrida en queja ante la Audiencia Provincial de Barcelona, la
Sección Sexta de lo Penal de la misma dictó Auto de 11 de mayo de 1987
por el que desestimaba el recurso, al entender que debían computarse

"',.-



111I1 '. ~.,,-,..,,----

Lunes 20 febrero 1989BOE núm. 43. Suplemento

todos los días por ser actuaciones sumariales, con lo que el recurso de
reforma resulUlba efectivamente extemporáneo. Aii.adía la Audiencia
que ello no empecía a que se verificasen por el recurrente cuantas
alegaciones considerase oportunas al objeto de que pudieran ser tenidas
en cuenta por el Juez Instructor para dejar eventualmente sin efecto el
procesamiento acordado.

El presente recurso de amparo constitucional se plantea frente a la
providencia del Juez de Instrucción, de lO de marzo de 1987, y al Auto
confirmatorio de la Audiencia Provincial, de 11 de mayo de 1987.

Según las tesis del solicitante de amparo, ambas resoluciones son
inmotivadas y por ello contrarias al arto 24.1 de la Constitución
Española, al no haber refutado su argumentación de que los plazos
señalados por días excluyen los inhábiles y que si fuere inhábil el último
día se entenderá prorrogada al primer día hábil siguiente. tal como
establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su arto 185, que es
posterior a la Ley procesal.

Asimismo considera que la interpretación que han realizado los
órganos judiciales al considerar Que en el orden penal, cuando el último
dia de un plazo es inhábil. tal plazo finaliza el día hábil inmediato
anterior, es restrictiva y por lo mismo contraria al derecho a una tutela
judIcial efectiva reconocido en el arto 24.1 de la Constitucíón, que
supone una interpretación de las normas procesales favorable a la
utilización de los recursos legalmente previstos y al conocimiento del
fondo del asunto.

Solicita que se declare nula la providencia de 10 de marzo de 1987,
del Juzgado de Instrucción de Barcelona, y las posteriores actuaciones
sumariales. ordenando al referido Juzgado Que admita a trámite el
recurso de reforma y resuelva sobre el fondo del mísmo.

2. Tras sustanciar el correspondiente trámite de inadmisión, por
providencia de 10 de noviembre de 1987, la Sección Segunda de este
Tribunal acordó admitir a trámite la demanda de amparo y, en
cumplimiento de lo dispuesto en el arto 51 de la Ley Orgánica del
Tribunal. ordenó dirigir comunicación al Juzgado de InstruCción
núm. 4 de Barcelona, a fin de que remitiera certificacíón adverada de las
actuaciones correspondientes del sumario núm. lO5jI982-M, en el que
recayó el Auto de 27 de noviembre de 1987, por el que se decretaba el
procesamiento del recurrente de amparo, y ordenando, asimismo, a
dicho Juzgado Que emplazara, a fin de que pudiera comparecer el
recurso, a quienes hubieran sido parte en el procedimiento.

Dentro del plazo antes referido compareció en concepto de parte
demandada, el Procurador de los Tribunales don Carlos de Zulueta y
Cebrián, en nombre y representación de la «Compañía de Seguros y
FinanCiación, Sociedad Anónima», con quien se acordó que se entendie­
ran las sucesivas actuaciones.

Por otra providencia de fecha 25 de enero de 1988, la Sección
Primera acordó dar vista de las actuaciones a las partes personadas y al
Ministerio Fiscal, para que, en el plazo común de veinte días., pudieran
presentar las alegaciones que estimaran pertinentes· conforme determina
el arto 52 de la Ley Orgánica del Tribunal.

Dentro del mencionado plazo ha presentado escrito de ale$3ciones la
representación del solicitante del amparo, quien en su esento solicita
que se tengan por reproducidas las alegaciones que impulsaron la
presente demanda de amparo constitucional, señalando, al mismo
tiempo. que en respuesta a las ale~ciones del Ministerio Fiscal.
realizadas en el trámite de admisión. se podía señalar lo siguiente:

a) El Fiscal admite que no hay precepto legal alguno que abone la:
tesis del Juzgado de Instrucción barcelonés, que sostiene que son hábiles
los días festivos en los plazos precusivos dentro del proceso penal;

b) Por ello, el FisCal no tiene otro remedio que decir que existe una
laguna normativa que la ha llenado la jurisprudencia del Tribunal
Supremo; afirmación que debe necesariamente matizarse diciendo que
estas cuestiones no llegan a casación; .

c) Que no cita -por no haberla encontrado-, sentencia alguna de
nuestro Supremo Tribunal Que pudiera apoyar la tesis:

d) y que, de existir una jurisprudencia en este sentido, otorgando
habilidad a los días festivos, tal doctrina sería innegablemente preconsti­
tucionaL

Por su parte, el Procurador de los Tribunales don Carlos de Zulueta
Cebrián, en su escrito de alegaciones señala Que las resoluciones
judiciales objeto de la demanda de amparo constitucional no lesionan
derechos fundamentales. A falta de una precisión exacta en la demanda
de amparo, hay que entender que se invoca como objeto de presunta
vulneración el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, recono·
cido en el arto 24. 1 de la Constitución, pudiendo analizarse como
«lesiones amparables» (segUn la terminología de la demanda), las
relativas a falta de motivación y a la interpretación indebidamente
restrictiva del derecho al recurso:

Por último y aunque la demanda de amparo no se refiere expresa­
mente al resultado de indefensión, se analizará también ese aspecto al
que. como en alguna ocasión ha apuntado ese Alto Tribunal, frecuente­
mente se reconducen los supuestos en que le es dado a la jurisdicción
constitucional revisar la aplicación dada por los órganos judiciales a la
legalídad procesal. .

Las resoluciones judiciales objeto de amparo constitucional no
incurren en falta de motivación. Reiterada jurisprudencia del Tribunal
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declara que el derecho a la tutela judicial efectiva, :lormalmente
satisfecho medíante resolución sobre el fondo, Queda también satisfecho
mediante resolución judicial de inadmisión, siempre que ésta se dicte en
aplicación razonada de una causa legal, revisándose, en la sentencia de
amparo, la legalidad aplicada sólo cuando la inadmisión es arbitraria,
irrazonable, irrazonada o en sí misma lesiva del contenido del derecho
fundamental.

Dejando ahora esta última consideración (que aquí consistiría en la
indebida restricción del derecho al recurso, extremo que se examinará a
continuación), tanto la providencia del Juzgado inadmitiendo el recUI'S.O
de reforma como el Auto de la Audiencia desestimando la queja
cumplimentan los requisitos exigidos para entender satisfecho el dere­
cho a la tutela judical efectiva.

La falta de cita expresa de los arts. 201 y 202 de la Ley de
Enjuiciamiento Penal no es bastante para desconocer la motivación
dada a la apreciación de extemporaneidad en la interposición de la
reforma; se alude por la providencia al plazo establecido en el arto 384
de la expresada Ley y el Auto de la Audiencia razona la necesidad de
computar en las actuaciones sumariales también los días inhábiles. Pese
a no referirse el Auto a los concretos preceptos legales que nevan a
desestimar la invocación en la queja del art. 185 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial (la regla especial del arto 184.1 en relación a los arts. 201
y 202 de la Ley de Enjuiciamiento Penal), dicho Auto no incurre en falta
de motivación. En los ténninos de la STC 78/1986, invocada en la
demanda de amparo, la resolución judicial se infiere de la legalidad y
aquélla explica en forma suficiente y adecuada de qué manera esta
inferencia es aplicable al caso concreto. La mejor demostración de ello
la brinda la propia demanda de amparo que sitúa perfectamente la razón
que ha conducido a la extemporaneidad del recurso de refonna.

Además de la motivación entendida como presupuesto formal que
desvanece la imputación de resoluciones irrazonadas, las que son objeto
de la presente demanda de amparo tampoco pueden tacharse irrazonable
o arbitrarias. El fundamento de los preceptos legales que aplican (ratio
legis Que se examinará el siguiente apartado de estas alegaciones),
constituye al mismo tiempo la fundamentación material de las resolu­
ciones judiciales impugnadas en amparo, las cuales, precisamente por
esa condición de razonadas y razonables, no desconocen el derecho a la
tutela judicial.

En la demanda de amparo (apartadó:~9), se argumenta que la
interpretación efectuada por los órganos judiciales restringe indebida­
mente el derecho al recurso, incurriendo con· ello en lesión del derecho
a la tutela judicial que comprende la utilización de los recursos
legalmente establecidos. La muy matizada jurisprudencia constitucional
acerca del derecho al recurso en el procedimiento penal, toma como
punto de partida, conforme al arto 10.2 de la Constitución Española, la
previsión en los Convenios internacionales del derecho a la doble
instancia en este tipo de procedimientos. El recurso de reforma no
excluye la posibilidad de verificar alegaciones que pueden tenerse en
cuenta por el instructor para dejar sin efecto el procesamiento y, de otro
lado, este recurso de reforma -del género de los llamados interlocuto­
rios-, en ningún modo afecta a la posibilidad de recurrir la sentencia
definitiva que es el contenido del derecho a la doble instancia.

Por tales razones no puede predicarse inconstitucionalidad, por
lesión al derecho de tutela judicial, de la interpretación efectuada,
restrictiva del plazo para la interposición de la reforma (en cuanto obliga
a computar días inhábiles), pero beneficiosa desde otro punto de vista
para el procesado· y los demás interesados en la pronta resolución
definitiva del procedimiento penal, en cuanto somete todas las actuacio­
nes de la fase sumarial (incluso los recursos a interponer dentro de esta
fase); al régimen de urgencia previsto en el arto 184.1 de la Ley Orgánia
del Poder· Judicial y 201 de la Ley de Enjuiciamiento Penal, sin
exclusión de días inhábiles.

La interpretación efectuada por los órganos judiciales de la legalidad
procesal ordinaria sólo puede revisarse en sede de amparo constitucional
si se estima que tal interpretación y la resolución, en este caso de
inadmisión, resultante de la misma, lesiona un derecho fundamentaL

Por las razones antes expuestas, hay que entender Que la ausencia de
lesión respecto al contenido propio del derecho fundamental invocado
(la tutela judicial efectiva) conduce a la desestimación del amparo en su
primordial significado de remedio subjetivo y hace improcedente el
análisis acerca de la mayor o menor corrección de la mterpretación
procesal sustentada por los órganos judiciales.

No obstante, con carácter subsidiario y para el supuesto de que
pudiera. entenderse preciso, a efectos de dilucidar la lesión o no del
derecho fundamental, contrastar las dos posibles interpretaciones -la
efectuada por las resoluciones judiciales y la postulada por el actor-, en
las líneas siguientes., se abordará este aspecto por más que en sí aparezca
como materia de mera legalidad ordinaria.

La posición defendida por el recurrente aduce el art 185.1 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial como razón fundamental para el cómputo
con exclusión de días inhábiles del plazo de tres días establecido en el
arto 384, de la Ley de Enjuiciamiento Penal para la interposición del
recurso de reforma.

Se omite en cambio tanto el recurso de queja como en la demanda
de amparo, cualquier diferencia al arto 184.1 de la propia Ley Orgánica
del Poder Judicial, cuyo tenor (reproduciendo lo expresado ya en el
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articulo de la anterior Ley Orgánica de 1882), salva la vigencia del arto
201 de la Ley de Enjuiciamiento Penal.

Supuesta la imposibilidad de dejar el cumplimiento de lo" plazos,
como el de .los restantes presupuestos procesales, al arbitrio de las panes
(en tal sentIdo, el arto 202.1 de la Ley de Enjuiciamiento Penal establece
la improrrogabilidad de los términos judiciales a falta de disposición
expresa en contrario), no cabe calificar como «Ínterpretación restrictiva
de términos fatales» lo que en rigor es mera aplicación de unos criterios
legales de cómputo que en las actuaciones sumariales no excluye días
inhábiles.

Por otro lado, la dificultad que podría suponer la existencia de tres
dias consecutivos de fiesta, deja de ser tal precisamente con el criterio
legal (~f!.' )84:1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y'201 de la Ley
de EnJwclamlento Penal), que obliga al cómputo de esos festivos: el
recurso de reforma, como actuación inserta en la fase de instrucción de
las causas criminales, deberá ser presentado ante el correspondiente
Juzgado de Guardia.

~n. suma, la fundan:t;ntación objetiva de los ,arts: 184.1 de la Ley
Orgamca del Poder Judicial y 201 de la Ley de EnjUIcIamiento Penal, es
la que ya quedó expuesta en el apanado anterior al referirnos a la
~onabilidad de las resoluciones judiciales impugnadas en amparo: el
mteré~ de. la totalidad de ~os sujetos afectados por la instrucción
suman~l; mcluyendo al propIO proce.sado, e!1 la urgente tramitación y
eonclusl~n de dIcha fase. Esa ratIO leg15 se extIende a los plazos previstos
para la mterposición, tramitación y resolución de los recursos de
carácter interlocutorio por no venir referidos a resoluciones definitivas
,que pu~en lle~ar a producirse dentro de las actuaciones del sumario, y
ello expltca la mclusión del plazo de tres días para la interposición del
recurso de reforma contra el auto de procesamiento entre los ténninos
regulados por los arts. 184.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 201
de la Ley de Enjuiciamiento Penal, criterio que apoyan autorizados
comentaristas' de este último texto legal. .

El Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones ha pedido la
desestimación del amparo, afinnando que el derecho al recurso legal­
mente establecido, como integrado en el derecho fundamental a la tutela
ju~icial efectiva, reconocido en el arto 24.1 de la Constitución, se
sat~sface nonnalmente por una resolución de fondo, pero también puede
satIsfacerse por una de inadmisión, cuando existe una causa legal y
prevtamente establecida, no interpretada con criterio excesivamente
formalista.

D<l:~ la impomnéia;de los presupuestos procesales, no puede dejarse
al arbttno de las ,part~ su:cumplimiento, ni la disposición del tiempo
en que han de cumplIrse (emre muchas, STC 65/1983, de 21 de julio
fundamento juridico 4.B).Aelloha de añadirse que el carácter formai
del d~recho reco.nocido _~:el arto 24.1 de la Constitución obliga a
exammar la ,legalIdad apltcableen esta sede sólo para verifIcar si se ha
vulnerado: un derecho _fundamental, correspondiC'ndo a los Tribunales
ordinarios con carácter general y, en primer lugar, la tutela de los
derechos fundamentales, como recuerda el art. 41 de la Lev Orgánica del
Tribunal Constitucion~1y.~ interpretación de' las Leyes (STC 19/1983).
El derecho a la tutela )UdIClal, en suma, no es un derecho de libertad
sino de. prestación que ha de ejercitarse a través de las vías lega1~
estableCIdas (SSTC 99/1985)' 206/1987), cumpliéndose los requisitos
procesales y, .entre ellos, los que se derivan de circunstancias de tiempo,
en cuanto eXigen que los actos se realicen eh un momento determinado
o dentro de un cierto lapso de tiempo.

La interpretación de .la Ley de Enjuiciamiento Criminal fluye de
~()(io natural de su texto- artÍ'Culado, gue es muy Claro y, e.n lo que aqui
Importa, se resume en dos reglas senctllas, Que son la improrrogabilidad
d~ los plazos (los términos de la terminología de la ley), salvo que la ley
disponga lo contrario, contenida' en el arto 202, y que cuando se trata de
actuaciones sumariales todos los días son -hábíles, como establece el
art. 20!.

En el primer aspecto conviene recordar que' haya supuestos en que
la propia Ley de Enjuicimaiento Criminal ha previsto excepcionalmente
la _prorrogabilidad, como en, los arts, 64, 386, y 899. Fuera de esos
supuestos excepcionales, la norma es inequívoca: extemporaneidad del
acto que no se realiza en el plazo establecido.

Este Tribunal ha reconocido la importancia.de la improrrogabilidad
de los plazos en el proceso penal. Así, v.gr. la STC 39/1981, de 16 de
diciembre, estableció tempranamente que la simple presentación de
solicitu;d de. prórroga de un plazo que.la ley ~lara improrrogable no
puede Imphcar, en modo alguno, una mteITU-pClón en el transcurso de
éste: lo coherente con el principio de improrrogabilidad es que la
presentación de la solicitud no inteiTUmpe el transcurso del plazo «Que
se agota una vez llegado a término» (fundamento juridico 3.°). Se trataba
de un caso, precisamente, en el -que la Sala Segunda del Tribunal
Supremo había declarado desierto un recurso.

Muy recientemente este Tribunal ha declarado, en el fundamento
tercer.o d~ la STC 53/1987, de7 de mayo, qu~ desde una perspectiva
constltuclOnal hay que entender como «precIUSIVO» el plazo establecido
en el art.. ?92.3 y 4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de forma Que
la adheslOn a la apelación sólo puede hacerse en los tres días de la
instrucción y sólo entonces. Hacerlo posterinnente en la vista como
ocurrió en el caso concreto, era intempestivo. '
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El arto 384 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal dispone que contra
el Auto de· procesamiento podrá utilizarse recurso de reforma dentro de
los tres días siguientes al de haberle sido notificada la resolución. Es
meridianamente claro que el recurso de reforma no se interpuso dentro
de los tres días, pues no fue presentado hasta el día 9, que era el cuarto,
No cabe aducir, como sostiene el recurrente, que como el último día de
plazo --el 8 de marzo-, era inhábil (por ser domingo, como así fue), se
entendía prorrogado al primer día hábil siguiente, de confonnidad con
el 3rt; 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pues, como ya dijimos,
en e: trámite d.:: admisión y ahora rep::timos, el prt.Ce¡)to 4plicablc no era
el 185, sino el 184.1, coincidente -añadimos ahota-, con el arto 890 de
la vieja Ley Orgánica del Poder Judicial y con el arto 201 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal.

La norma general es.que para las actuaciones judiciales, el domingo
es inhábil (art. 182.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), y cuando
eso ocurre se prorroga al siguiente hábil (art. 85.2 de la Ley Orgánia del
Poder Judicial), pero esa regla general ha de ceder ante la norma especial
que regula las actuaciones del sumario, según la cual todos los días y las
horas son hábiles (art. 201 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 184.1
de la Ley Orgánica del Poder Judicral), de lo que se sigue que el domin~o
día 8 de marzo,· último del·plazo para interponer el recurso, era hábtl,
pues el procesamiento y su impugnación constituyen «actuación suma­
ria!», si empleamos la terminología de la ley procesal (art. 201) o
«instrucción de la causa», si utilizamos la de la Ley Orgánica
(art. 1&4.1).

Esta interpretación literal es, además, la ajustada a la finalidad
institucional de la norma, que es la celeridad de la tramitación sumarial,
con más de un siglo de vigencia y pacíficamente aceptada por la
doctrina, sin olvidar, por otra parte, que el cumplimiento de los
requisitos procesales es de orden público y de carácter imperativo que
escapa del poder de disposición de las partes, e incluso del propio órgano
judicial. '. '

Los plazos no pueden ser objeto de prórrogas artificiales (entre
muchas, Sentencias 90,120 Y 143 de 1986 y 28 Y 204 de 1987), como
las Que aquí se pretende,' pues el recurso no se interpuso en el plazo
preclusivo de tres días establecido por la ley, por razones que sólo serian
imputables a la parte, pero nunca a los órganos judiciales a quienes se
atribuye ingeniosamente, pero sin mngún fundamento, una interpreta­
ción -una tesis como dice el recurrente-, que ni está ni se infiere, de las
resoluciones impugnadas.. Se les atribuye, en efecto, que «cuando en el
orden penal el último día de un plazo es inhábil, tal pia2.o finaliza en' -et .
día hábil inmediato anterior» lo que conduce al absurdo -se apostilla en
el recurso-, de hacer muy dificil un recurso de refonna contra autO de
procesamiento cuando haya t~ días consecutivos de fIesta. No es esa,
en modo alguno, la interpretación de los órganos judiciales en el caso de
examen, sino mucho más sencilla y completamente adecuada a los
preceptos. que regulan. la materia, a saber: el tercer· día,· aunque fuera
domingo, era hábil. No se reduce a dos el plazo para formularlo, como
tampoco se consiente que se extienda a cuatro. Nadie le acortó al
recurrente el plazo en un día. Fue él el que dejó deutílizar el tercero,
por ignorar lo que la ley establece con toda claridad y a ello se debió
exclusivamente la pérdida del recurso.

3. Por providencia de 21 de noviembre de 1988, se señaló para
deliberación y votación del presente recurso de amparo el día 16 de
enero siguiente.

Il. Fundamentos jurídicos

1. Dos son los motivos o razones en virtud de los cuales, en el
. presente recurso de amparo constitucional se pretende que, en el caso

que se enjuicía, se ha producido una violación del derecho a la tutela
judicial efectiva establecida por el an. 24 de la Constitución. Se refiere
el..primero de tales motiv.os o razones al carácter inmotivado que, en
opinión del recurrente, tieneQ las resoluciones que impugna, frente a la
doctrina sentada por la jurisprudencia de este Tribunal, de acuerdo con
la cual el derecho a la tutela judicial efectiva ha de satisfacerse siempre
mediante una resolución motivada en Derecho. Consiste la segunda,
también en opinión de la parte recurrente, en la idea de que los órganos
jurisdiccionales que han intervenido en el proceso a quo han llevado a
cabo una interpretación indebida de las normas reguladoras de los
plazos para la interposición de los recursos que, al ser contraria a la
mayor viabilidad del derecho fundamental, conculca, por ello mismo,
este derecho.

Una y otra alegación habrán de ser examinadas separadamente.
2. No es cierta la alegación de que las resoluciones impugnadas en

el presente recurso de amparo sean inmotivadas y que vulneren por ello
el derecho fundamental a una tutela judicial efectiva. La resolución del
Juzgado de Instrucción, aunque es una providencia, no puede decirse
que esté falta de motivación, pues fundamenta la inadmisión del recurso
en la extemporaneidad prevista en el art. 184 de la Ley Orgánia del
Poder Judicial. y el Auto de la Audiencia Provincial indica con toda
claridad y de una manera expresa que en el plazo de tres días a que hace
referencia el articulo indicado, han de incluirse todos los días, sean
hábiles o inhábiles, por tratarse de un recurso de reforma contra un Auto
de procesamiento, que ha de entenderse incluido en el genérico concepto
de actuación sumarial. Dicho razonamiento es más que suficiente, pues
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hace referencia al art. 201 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y al ano
184.1 de la ley Orgánica del Poder Judicial, que, recientemente dictado,
reitera el mismo criterio.

3. Resta, por consiguiente, la alegación relativa a la indicada
interpretación de las normas legales que, al ser restrictiva del derecho de
acceso a los recursos legalmente establecidos, conculca, en opinión del
recurrente, el derecho a la tutela judicial efectiva. Es cierto que este
Tribunal ha sostenido -y debe continuar sosteniendo- que la interpreta­
ción de los preceptos legales ha de hacerse a la luz de las normas
constitucionales y especialmente de aquellas que proclaman y consagran
derechos fundamentales y libertades publicas de los ciudanos y que, en
caso de duda, la interpretación que debe prevalecer es la que dote de
mayor viabilidad y vigor al derecho fundamental. Sin embargo, esta
premisa no pennite sacar la consecuencia de que exista una prorrogabili­
dad arbitraria de los plazos ni de que éstos puedan quedar al arbitrio de
las partes, como. en alguna ocasión este Tribunal ha dicho, según
recuerda el Ministerio Fiscal. La interpretación más favorable a los
derechos fundamentales presupone la existencia de alguna res dubio o de
alguna variante en la interpretación de los preceptos legales. Y es esto
cabalmente lo que hay que examinar si acontece o no en el presente caso.

Todas las panes comparecidas son concordes en que la cuestión se
encuentra regulada hoy en día por los arts. 182 a 185 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial, de 1 de julio de 1985, si bien divergen solamente en
punto a si el aplicable es el 185, como pretende la parte solicitante del
amparo, o el aplicable es el 184, como sostiene la parte demandada y el
Ministerio Fiscal.

La interpretación es clara y la falta de razón de la parte recurrente
palmaria. El ultimo inciso del arto 185, segun el cual ~i el último día del
plazo fuera inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil
siguiente», supone, segun la propia redacción, que hay distinción entre
días inhábiles y días hábiles, por lo que tal precepto es notoriamente
inaplicable a los casos prevenidos en el art. 184 cuando todos los días
y todas las horas del año son hábiles, pues en este caso no .hay lugar para
distinguir entre hábiles o inhábiles, y no puede plantearse la supuesta
reducción al absurdo que la parte recurrente pretende, que haya tres días

4043 Sala Segunda. Sentencia 2/1989. de 18 de enero. Recurso
de amparo 1.252/1986. Contra Auto del Tribunal Central
de Trabajo. inadmitiendo recurso de suplicación per nO
haber acreditado el recurrente la consignaci6n del depOsito
exigido. SubsanabiJidad de defectos procesales.

. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña
Gloria Regué Cantón, Presidenta, don Angel Latorre Segura, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.252/86, interpuesto por don Tomás
Jiménez Cuesta, en nombre de don Casimiro Esteban Onega y Comuni­
dad Hereditaria de don Gabriel Esteban Romero, asistidos del Letrado
don José Maria Soler Pérez, contra el Auto del Tribunal Central de
Trabajo de 20 de octubre de 1986, dictado en el recurso de suplicación
núm. 8.787/86, en los Autos núm. 208/86; desarrollados ante la
Magistratura de Trabajo numo 2 de Badajoz. Ha comparecido el
Ministerio Fiscal y el Instituto Nacional de Seguridad Social, ~resen­
tado por don Luis Pulgar Arroyo y asistido del Letrado don Emiho Ruiz
Jarabe, y ha sido Ponente el Magistrado don Angel Latorre Segura,
quien expresa el parecer de la Sala

1. Antecedentes

l. Por escrito que tuvo entrada en el Registro de este Tribunal el
dia 21 de noviembre de 1986, el Procurador de los Tribunales don
Tomás Jiménez Cuesta interpone, en nombre y representación de don
Casimiro Esteban Ortega y Comunidad Hereditaria de don Gabriel
Esteban Romero, recurso de amparo contra el Auto dietado por el
Tribunal Central de Trabajo con fecha 20 de octubre de 1986, en autos
sobre reclamación por accidente.

2. Los hechos que están en la base del presente recurso de amparo
son, en síntesis, los siguientes.:

a) Los recurrentes presentaron con fecha 19 de diciembre de 1986
demanda ante la Magistratura de Trabajo de Badajoz, contra el Instituto
Nacional de la Seguridad Social (INSS) y otros, en relación con la
Resolución de dicha Entidad de 17 de enero de 1986, que declaraba a
los here<ieros de don Gabriel Esteban Romero como responsables
directos y exclusivos del recargo del 30 por 100 en todas las prestaciones
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seguidos festivos, porque, de acuerdo con los ténninos del arto 184, todos
ellos eran días hábiles. Por lo demás, tampoco es posible realizar
ninguna interpretación especial del arto 184.1 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial que pudiera favorecer la tesis del recurrente, pues cuando
dicho articulo declara hábiles todos los días para la instrucción de las
causas criminales sin necesidad de habilitación especial, es claro que se
está refiriendo a todos los actos procesales que realicen tanto las partes
como los órganos jurisdiccionales, dentro de lo que la ley llama
instrucción de las causas, período en el cual se encuentra indudable..
mente englobada la instrucción del sumario y los recursos interpuestos
dentro de ella contra las resoluciones judiciales.

Se trata, por lo demás, como ya el Ministerio Fiscal puso de relieve
en su momento, de una interpretación consolidada y no interrumpida de
la práctica jurídica que en nada atenta a la seguridad jurídica. ID puede
$Orprender las expectativas de los ciudadanos.

Todo eno conduce, sin necesidad de mayores consideraciones, a la
desestimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPA~OLA,

Ha decidído

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Pedro Dort
Martín.

PubUquese esta Sentencia en el dk>letín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a dieciséis de enero de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis
Dícz-Picazo y Ponce de León.-Antonio Troyol Serra.-Eugenio Díaz
EimH.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo Ferrer.-Firmados y rubrica­
dos.

económicas derivadas del accidente sufrido por el trabajador don José
Muiíoz Fernández cuando trabajaba en una finca propiedad de los
recurrentes. Dicha demanda fue desestimada por Sentencia de la
Magistratura núm. 2 de Badajoz de 13 de máyo de 1986.

b) Interpuesto recurso de suplicación contn. la referida Sentencia,
fue inadmitido por Auto del Tribunal Central de Trabajo de fecha 5 de
noviembre de 1986, por no haberse acreditado el cumplimiento del
depósito exigido por el arto 181 de la Ley de Procedílntento Laboral
(L.P.L.).

3. Los actores solicitan de este Tribunal que declare la nulidad del
Auto impugnado, retrotrayendo las actuaciones al momento en que se
produjo la nulidad. Aducen corno violado el art. 24 de la Constitución
en relación con el art. 9.3 de la misma, y fundan su queja en que el Auto
impugnado, al no declarar de oficio la nulidad de la Sentencia de
Magistratura por no indicar a los recumntes la necesidad de hacer el
depósto de 2.500 pesetas a que se refiere el art. 181 de la L.P.L..les ha
ocasionado indefensión, vulnerando con ello, asimismo, el art. 9.3 de la
Constitución. A ello añaden .que el referido Auto vulnera la propia
doctrina deJ Tribunal Central de Trabajo, que tiene declarada la
necesidad de que en la Sentencia de instancia deben hacerse constar
tanto los recursos que contra la misma caben, como las consignaciones
o depósitos necesarios, pues de otto modo se vulneran los arts. 93, 154
Y181 LP.L. (Sentencias-de 10 y 19 de enero y 5 de mayo de 1973, de
3 de junio de 1976, 19 de en~ y 21 de diciembre de 1982, y de 8 de
mayo de 1984).

4. . Por providencia de 22 de diciembre de 1986, la Sección acuerda
tener por recibido el escrito de demanda de amparo y por personado y
parte, en nombre de los recurrentes, a don Tomás Jiménez Cuesta, y,
asimismo, hacer saber al citado Procurador la posible concurrencia de
la causa de inadmisión pevista en el arto 50.2 b) de la LOTe, en su
anterior redacción, por carecer la demanda de contenido que justifique
una decisión por parte del Tribunal Constitucional, concediendo a los
teeUITentes y al Ministerio Fiscal un plazo de diez días a fin de que,
dentro del mismo, fonnulen las alegaciones que estimen pertinentes.

5. Con fecha 16 de enero de 1987 se reciben las alegaciones del
Ministerio Fiscal. En eUas se hace ver que en esta materia las decisiones
del Tribunal Constitucional han resaltado .:¡:ue para que se entienda
lesionado el derecho consagrado en el arto 24.1 de la Constitución es
necesario: a) que el requisito procesal impeditivo se interprete de forma
enervante o formalista; b) es necesario precisar la necesaria proporciona­
lidad entre la función que cumple el requisito, la forma de su
cUll'iplimiento y las consecuencias que se deriven de lo anterior. En el
supuesto de autos parece claro que la Sentencia de Magistratura de
Trabajo no hizo mención, como le era obligado, de Jos depósitos y
consignaciones. ni de la fonna de Uevarlos a cabo. Lo incumplido en este
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